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RV: CONTESTACIÓN DEMANDA RAD: 11001-33-35-016-2022-00188-00

Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C.
<correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Jue 16/03/2023 9:43 AM

Para: Juzgado 16 Administrativo Seccion Segunda - Bogota - Bogota D.C.
<admin16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: claudia@montes-a.com <claudia@montes-a.com>

Cordial saludo, 
 
De manera atenta informamos que ha sido radicado el presente correo como memorial
para el proceso relacionado en el mismo, dentro del registro en el aplica�vo jus�cia XXl
podrá confirmar los datos del mensaje como Asunto, fecha y hora de recibo. 

Atentamente, 
 CPGP

Grupo de Correspondencia 
Oficina de Apoyo de los Juzgados Administra�vos 

Sede Judicial  CAN

De: Claudia Montes <claudia@montes-a.com>
Enviado: miércoles, 15 de marzo de 2023 16:21
Para: Correspondencia Sede Judicial CAN - Bogotá - Bogotá D.C. <correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc: no�ficacionesjudiciales@camara.gov.co <no�ficacionesjudiciales@camara.gov.co>; hamosri@hotmail.com
<hamosri@hotmail.com>
Asunto: CONTESTACIÓN DEMANDA RAD: 11001-33-35-016-2022-00188-00
 
Doctora

TANIA INÉS JAIMES MARTÍNEZ
JUEZ 16 ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ –
SECCIÓN SEGUNDA
E.             S.              D.
 
 
RADICACIÓN:              11001-33-35-016-2022-00188-00
MEDIO DE CONTROL:          NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO
ACCIONANTE:          BELLKYZ LISBETH ORTEGA BURBANO

ACCIONADO:                NACIÓN- CONGRESO DE LA REPÚBLICA- CÁMARA DE
REPRESENTANTES

ASUNTO:                    CONTESTACIÓN DEMANDA
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CLAUDIA MARCELA MONTES CASTRO mayor  de  edad, vecina  de la ciudad, iden�ficada con la cédula de
ciudadanía No. 1.129.576.085 abogada en ejercicio con Tarjeta profesional 236.893 expedida por el
Consejo Superior de la Judicatura, quien actúa como apoderada de la Nación – Congreso de la República
– Cámara de Representantes conforme al poder otorgado por la doctora MARIA ISABEL CARRILLO
HINOJOSA, iden�ficada con la cédula de ciudadanía número 49.768.159, expedida en Valledupar Cesar,
con domicilio profesional en la ciudad de Bogotá, actuando en calidad de Jefe de la División Jurídica de la
Cámara de Representantes, designada como tal mediante la Resolución 3161 del 27 de diciembre de
2019 y facultada por el Presidente de la Corporación para ejercer la representación judicial de la en�dad
mediante escritura pública No. 2453 del 29 de julio de 2022 de la Notaría 36 del Círculo de Bogotá D.C.,
según poder adjunto, de  la  manera  más  atenta  acudo  a  su  Despacho  con  el  objeto  de  descorrer 
los  términos  de  traslado  de  la  demanda de  la  referencia,  por lo que los términos de que tratan los
ar�culos 199 del C.P.A.C.A, modificado por el ar�culo 612 del C.G.P, en armonía con el ar�culo 172 del
C.P.A.C.A, encontrándome habilitada para actuar  atendiendo  las  recomendaciones  que  para  tal 
efecto  me fueron brindadas por parte de la en�dad y de conformidad a los argumentos que
seguidamente se expondrán en el escrito que adjunto. 

Igualmente, me permito remi�r el link del expediente administra�vo de la demandante: 

 

 Cordialmente, 
 
CLAUDIA MARCELA MONTES CASTRO
C.C. 1.129.576.085 de Barranquilla
T.P. 236.893 del C.S. de la J.

Apoderada Cámara de Representantes.
--

This email is confidential and may be privileged. If you have received it
in error, please notify us immediately and then delete it. Please do not
copy it, disclose its contents or use it for any purpose.
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Doctora 
TANIA INÉS JAIMES MARTÍNEZ 
JUEZ 16 ADMINSITRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ –  
SECCIÓN SEGUNDA 
E.             S.              D. 
 
 
RADICACIÓN:               11001-33-35-016-2022-00188-00 
MEDIO DE CONTROL:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
ACCIONANTE:   BELLKYZ LISBETH ORTEGA BURBANO 
ACCIONADO:                NACIÓN- CONGRESO DE LA REPÚBLICA- CAMARA DE REPRESENTANTES  
ASUNTO:               CONTESTACIÓN DEMANDA 
 
 
CLAUDIA MARCELA MONTES CASTRO mayor  de  edad, vecina  de la ciudad, identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 1.129.576.085 abogada en ejercicio con Tarjeta profesional 236.893 
expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, quien actúa como apoderada de la Nación – 
Congreso de la República – Cámara de Representantes conforme al poder otorgado por la doctora 
MARIA ISABEL CARRILLO HINOJOSA, identificada con la cédula de ciudadanía número 49.768.159, 
expedida en Valledupar Cesar, con domicilio profesional en la ciudad de Bogotá, actuando en 
calidad de Jefe de la División Jurídica de la Cámara de Representantes, designada como tal 
mediante la Resolución 3161 del 27 de diciembre de 2019 y facultada por el Presidente de la 
Corporación para ejercer la representación judicial de la entidad mediante escritura pública No. 
2453 del 29 de julio de 2022 de la Notaría 36 del Círculo de Bogotá D.C., según poder adjunto, de  
la  manera  más  atenta  acudo  a  su  Despacho  con  el  objeto  de  descorrer  los  términos  de  
traslado  de  la  demanda de  la  referencia,  por lo que los términos de que tratan los artículos 199 
del C.P.A.C.A, modificado por el artículo 612 del C.G.P, en armonía con el artículo 172 del C.P.A.C.A, 
encontrándome habilitada para actuar  atendiendo  las  recomendaciones  que  para  tal  efecto  
me fueron brindadas por parte de la entidad y de conformidad a los argumentos que seguidamente 
se expondrán. 
 

I. PRONUNCIAMIENTO SOBRE LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 

En cuanto a los hechos constitutivos de la demanda, me atengo a aquellos que estén probados, de 
conformidad con el artículo 166 del CPACA que reza “El demandante deberá aportar con la 
demanda todas las pruebas documentales que tenga en su poder y pretenda hacer valer en el 
proceso”. 
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II.  EN CUANTO A LAS PRETENSIONES  
 

Me OPONGO a la prosperidad de todas y cada una de las pretensiones de la demanda, solicitando 
se nieguen en su integridad las suplicas de la misma y en consecuencia absuelva a mi representada 
de condena alguna. La Nación Congreso de la República- Cámara de Representantes ha actuado 
conforme a derecho en el presente asunto. 

 
 
III.- RAZONES DE LA DEFENSA NACIÓN -CONGRESO DE LA REPÚBLICA- CÁMARA DE 
REPRESENTANTES PRECEDENTE NORMATIVO. 
 
A este efecto, y como sustento del correcto actuar de mi prohijada se tiene que La ley 5ª de 1992 
en su Artículo 388 establece:  
 
ARTÍCULO 388. Modificado por el art. 1, Ley 186 de 1995 , Modificado por el art. 7, Ley 868 de 
2003Unidad de Trabajo Legislativo de los Congresistas. Cada Congresista contará, para el logro de 
una eficiente labor legislativa, con una unidad de trabajo a su servicio integrada por no más de seis 
(6) empleados, y/o contratistas. Para la provisión de estos cargos cada Congresista postulará, ante 
la Mesa Directiva, en el caso de la Cámara y, ante el Director General, o quien haga sus veces, en 
el caso del Senado, el respectivo candidato para su libre nombramiento y remoción o para su 
vinculación por contrato. La planta de personal de cada unidad de trabajo legislativo de los 
Congresistas se conformará dentro de las posibilidades que permite la combinación de rangos y 
nominaciones señalados en este Artículo a escogencia del respectivo Congresista. El valor del 
sueldo mensual de dicha planta o unidad de trabajo no podrá sobrepasar el valor de treinta y cinco 
(35) salarios mínimos para cada unidad. 
Los cargos de la unidad de trabajo legislativo de los Congresistas tendrá la siguiente nomenclatura: 

Denominación Salarios mínimos 

Asistente I 3 

Asistente II 4 

Asistente III 5 

Asistente IV 6 

Asistente V 7 

Asesor I 8 

Asesor II 9 
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Asesor III 10 

Asesor IV 11 

Asesor V 12 

Asesor VI 13 

Asesor VII 14 

Asesor VIII 15 

 
La certificación del cumplimiento de labores de los empleados de la unidad de trabajo legislativo 
será expedida por el respectivo Congresista. 
 
PARÁGRAFO. Cuando se trate de la calidad de Asesor, podrá darse la vinculación por virtud de 
Contrato de prestación de servicios debidamente celebrado. En este evento no se considerarán 
eventuales prestaciones sociales en el valor total del contrato celebrado, ni habrá lugar al 
reconocimiento o reclamación de ellas. Las calidades para ser Asesor serán definidas mediante 
resolución, por la Mesa Directiva de la Cámara y la Comisión de Administración del Senado 
conjuntamente. 
 
 
En ese orden, se observa como, atendiendo a la normatividad vigente en la materia de 
administración de personal en la Rama Legislativa, la Cámara de Representantes obró de la manera 
legalmente establecida respecto del asunto de la vinculación laboral de la demandante, así las 
cosas se tiene que:  
 

1. La demandante fue nombrada para el cargo de Asesor VII en la UTL del Representante a 
la Cámara Jimmy Harold Díaz Burbano en el mes de marzo de 2019.  

2. El 1º de octubre de 2019 el citado Representante es suspendido.  
3. La Unidad de Trabajo de Legislativo, como ha sido concebida normativamente depende 

de manera inescindible de la investidura y ejercicio de esta por parte del congresista en 
cuestión, al punto que, la norma de la Ley 5ª citada establece la certificación mensual de 
las labores de cada miembro de la UTL sin distinguir su calidad de vinculación.  

4. Por sustracción de materia, y dándole aplicación a lo indicado en la premisa accesorium 
sequitor principale, tenemos que no existía una facultad para la entidad empleadora para 
dar continuidad a los pagos laborales cuando claramente, ante la ausencia del congresista 
no puede haber la prestación de servicio alguno por parte de los miembros de su UTL.  

5. Es por ello que, partiendo de lo anteriormente expuesto y en procura de la salvaguarda 
del debido proceso y garantías laborales mínimas se continuó con la vinculación a 
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seguridad social en los términos correspondientes hasta tanto se tuviera dilucidada la 
situación jurídica del congresista que daba sustento a su vinculación con la entidad.   

 

IV.- RAZONES DE LA DEFENSA NACIÓN -CONGRESO DE LA REPÚBLICA- CÁMARA DE 
REPRESENTANTES PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL Y CONCEPTUAL. 
 
Respecto de la desvinculación de la demandante, se tiene que en sentencia 
SENTENCIA No. 25000-23-42-000-2016-03778-01 de Consejo de Estado (SECCIÓN SEGUNDA 
SUBSECCIÓN A) del 30-09- 2021 ,se indica: INSUBSISTENCIA - Funcionario de libre nombramiento 
y remoción / EMPLEADO DE LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCIÓN - Facultad discrecional / ACTO 
ADMINISTRATIVO DE INSUBSISTENCIA EMPLEADO DE LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCIÓN - No 
requiere motivación / DESVIACIÓN DE PODER - No probada / PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD - No 
desvirtuada Ha sido prevista una excepción al sistema de la carrera administrativa para quienes sin 
haber superado las distintas etapas de un proceso de selección por méritos ingresan al servicio 
público a desempeñar empleos con funciones de conducción institucional, toda vez que, se repite, 
el factor determinante en la provisión de estos cargos es la confianza que se predica directamente 
del ejercicio de las funciones de dirección u orientación institucional. Sobre este particular, vale la 
pena señalar, que al nominador le está permitido respecto de estos empleos disponer libremente 
su provisión y retiro, incluso sin que sea necesario expresar los motivos que lo llevan adoptar una 
u otra decisión. La remoción en empleos de libre nombramiento y remoción es discrecional y no 
requiere motivación, cabe precisar que la regla y medida de la discrecionalidad de un instrumento 
como la declaratoria de insubsistencia es la razonabilidad; en otras palabras, la discrecionalidad es 
un poder que se ejercita conforme a derecho, y que implica el ejercicio de atributos dentro de límites 
justos y ponderados. El poder jurídico de la competencia para decidir debe enmarcarse dentro de 
la satisfacción del interés general y, por ende, a partir de la observación de los elementos fácticos 
se mueve la adopción de la decisión que mejor convenga a la comunidad. 

Así mismo, y frente a este asunto se tiene que: “La constitución política ha previsto para 
los empleos públicos de libre nombramiento y remoción en que la vinculación, permanencia, y retiro 
de sus cargos dependa de la voluntad del empleador quien goza de cierta discrecionalidad para 
decidir libremente sobre estos asuntos, teniendo siempre en cuenta en no incurrir en arbitrariedad 
por desviación del poder. 
 
A diferencia de los empleos de carrera, los cuales, según lo hemos señalado cuentan con una 
situación en donde gozan de mayor estabilidad y garantías, en los de libre nombramiento y 
remoción el empleador tiene libertad para designar a personas que considera idóneas para la 
realización de ciertas funciones.   
 
Cuando no lo son, el estado, que debe cumplir con sus fines de acuerdo con los principios de 
igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, autoriza al 
empleador para reemplazarlos por otras personas cuya capacidad, idoneidad, y eficiencia se 
adecuen a los requerimientos institucionales. 
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Finalmente se tiene que en la ley 909 de 2004, por la cual se dictaron las normas que regulan el 
empleo público, la carrera administrativa y la gerencia publica, se señaló en forma expresa la regla 
sobre la forma como deben retirarse a las personas que ejercen cargos de libre nombramiento y 
remoción. En este sentido resulta claro y concreto el mandato previsto en el artículo 41 inciso final, 
el cual es del siguiente tenor: 
 
Causales de retiro del servicio: 
 
El retiro del servicio de quienes están desempeñando cargos de libre nombramiento y remoción y 
de carrera administrativa se produce en los siguientes casos:  

A) Por declaratoria de insubsistencia del nombramiento en los empleos de libre nombramiento 
y remoción.  

Parágrafo 2: inciso 2 
 
La competencia para efectuar la remoción en empleos de libre nombramiento y remoción es 
discrecional y se efectuara mediante acto no motivado.”i 
 
En este sentido tenemos entonces dos puntos de discusión que históricamente se han esbozado 
respecto del retiro del servicio de los servidores públicos de libre nombramiento y remoción: 1. El 
criterio de la motivación del acto administrativo de declaratoria  de insubsistencia basado en la 
mejora del servicio- ejercicio del a facultad discrecional- ; 2. El juicio de ponderación y 
razonabilidad en tratándose de casos donde se traten asuntos que involucren categorías 
constitucionales sospechosas- discrecionalidad vs arbitrariedad-.  

 

La jurisprudencia de la Corte Constitucional parte de un análisis del Acto administrativo de 
desvinculación, indicando que este debe contar con la debida motivación para evitar la 
arbitrariedad, y además, lo que las entidades tienen que atender son los principios de 
proporcionalidad y razonabilidad al momento de tomar este tipo de decisiones, lo cual de hecho 
se hizo en este caso.  
 
Razones estas para concluir que la entidad que represento no debe ser condenada ya que el 
empleador dio estricto cumplimiento a los mandatos constitucionales, legales y jurisprudenciales. 
 
V.- EXCEPCIONES 
 
Atendiendo la norma del numeral 3 del artículo 175, me permito formular las siguientes 
excepciones: 
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1. NO ESTA CONFIGURADO EL CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN.  
 
En el concepto de la violación, debió la demandante especificar cuáles son los vicios que presenta 
el acto administrativo cuya nulidad reclama, encontrándose entonces ausentes del texto de la 
demanda; sin que la ausencia de su actividad conmine al juzgador a reemplazarle y a efectuar un 
juicio de legalidad sin tener un norte normativo y argumentativo suficiente y claro, especificado 
por el petente.  
 
En este punto resulta útil transcribir lo que al respecto ha orientado el Consejo de Estado1, que 
menciono: 
 
“De acuerdo con el numeral 4 del artículo 137 del Código Contencioso Administrativo, en toda 
demanda el actor deberá indicar las normas violadas y explicar el contenido de la violación, pues le 
corresponde a la parte actora la carga desvirtuar la presunción de legalidad de los actos 
demandados.”  
En este sentido se pronunció la Corte Constitucional en la Sentencia C-197 de 1999, al estudiar la 
constitucionalidad de la referida norma, al indicar que es ilógico que el juez administrativo busque 
de oficio las posibles causas de nulidad de los actos administrativos y que la imposición al 
demandante de la referida obligación “contribuye además a la racional, eficiente y eficaz 
administración de justicia, si se tiene en cuenta que el contorno de la decisión del juez 
administrativo aparece enmarcado dentro de la delimitación de la problemática jurídica a 
considerar en la sentencia, mediante la determinación de las normas violadas y el concepto de la 
violación”.  
Igualmente, el Consejo de Estado en sentencia del 7 de noviembre de 1995 manifestó que la 
indicación de los hechos, omisiones, las normas violadas y el concepto de la violación que 
fundamentan la solicitud de nulidad, tiene su razón de ser en que en el “proceso contencioso 
administrativo se realiza un control de legalidad limitado a lo solicitado por la parte actora, limitado 
a los hechos u omisiones alegados y a las normas que fueron citadas como violadas y al motivo de 
la violación. 
 
Es así como carece la demanda de concepto de la violación, en tanto que no se indica ni se 
desarrollan argumentativamente las razones por las cuales el acto administrativo atacado debe ser 
declarado nulo, en tanto que en ninguno de los apartados de la demanda se concreta a ciencia 
cierta cuál es el debate de legalidad real que se propone, por lo que ausente esta, el señalamiento 
de las razones de infracción a la normatividad en la que debería fundarse el acto, el debate sobre 
la competencia, la regularidad, el debido proceso, la motivación y el ejercicio de las atribuciones 
en la emisión del mencionado acto administrativo.  
 
Lo anterior, permite colegir que al no haber un análisis opositor respecto de los ítems previamente 
enlistados, la demandante está de acuerdo con la presunción de legalidad de la que está revestido 

 
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION SEGUNDA SUBSECCION “B” 
Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE Bogotá, D.C., dieciocho (18) de septiembre de dos mil catorce 
(2014). Radicación número: 11001-03-25-000- 2009-00077-00 (1091-2009) Actor: RIGOBERTO BAZAN OROBIO 
Demandado: COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 
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el acto emitido, no obstante la presentación genérica de algunas razones que seguidamente serán 
abordadas, pero que sin embargo no son útiles para declarar la nulidad deprecada y mucho menos 
para obtener el restablecimiento esperado. 
 
En ese orden, los parámetros esbozados en la demanda como fundamento del concepto de la 
violación constituyen enunciaciones genéricas, simples, insuficientes e inaplicables, como para 
derivar de ellos la nulidad del acto administrativo demandado y el consiguiente restablecimiento 
del derecho deprecado, por cuanto: 
 

No hay argumentación que haga concluir que se violentan el preámbulo y el artículo 1 y 2 
de la Constitución Política de 1991, con el acto administrativo que negó el reconocimiento 
y pago de salarios y prestaciones al demandante, por el tiempo que estuvo suspendido el 
ExRepresentante JIMMY HAROLD DIAZ BURBANO, 
El presupuesto de la participación y sobre todo la que se realiza en la vida económica 
nacional, tomado como parámetro de ataque, no constituye razón suficiente, para que el 
acto administrativo objeto de examen sea declarado nulo, en razón a que lo esbozado en 
este punto por el accionante, no enerva una razón suficiente a partir de la cual se colija la 
configuración de uno o varios de los vicios invalidantes de la decisión administrativa, 
previstos en el inciso segundo del artículo 137 de la Ley 1437 de 2011. 
Los argumentos se tornan entonces, en genérica y aleatoria afirmación, sobre cómo, en 
criterio del demandante, no acceder a lo pedido en sede administrativa constituye un 
desconocimiento del fin esencial del Estado Social de Derecho, consistente en participar 
en la vida económica nacional, lo cual resulta desproporcionado e ilógico, en tanto que el 
acto administrativo, no tiene la naturaleza de ser un mecanismo de participación 
ciudadana2 , sino la respuesta a una petición presentada por el demandante y 
constituyendo la emisión de la voluntad de la administración, la cual lejos de estar provista 
de alguna irregularidad, se entrona dotada de plena presunción de legalidad y eficacia.   
No hay argumentación que haga concluir que se violenta el artículo 13 de la Constitución 
Política de 1991, con el acto administrativo que negó el reconocimiento y pago de salarios 
y prestaciones a la demandante, por el tiempo que ExRepresentante JIMMY HAROLD DIAZ 
BURBANO, estuvo suspendido de sus funciones 
No es una razón válida jurídicamente, que como tal afecte la formación y expedición del 
acto administrativo objeto de oposición por parte del demandante, argüir que la falta de 
pago mientras se surtió la suspensión del Ex Representante Jimmy Harold Diaz Burbano, 
ha generado una supuesta vulneración al derecho a la igualdad se cae de su peso  por 
cuanto por sí mismo lo esbozado no conlleva a que se materialice vicio alguno de los 
contemplados en inciso segundo del artículo 137 de la Ley 1437 de 2011, constituyendo 
lo enunciado, una consideración subjetiva de parte, que en nada enrostra la existencia de 
aspecto alguno que afecte la validez y eficacia del acto administrativo emitido. 

 
2 Constitución Política de 1991, Articulo 103:  
“ARTICULO 103. Son mecanismos de participación del pueblo en ejercicio de su soberanía: el voto, el plebiscito, el 
referendo, la consulta popular, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa y la revocatoria del mandato. La ley los 
reglamentará. 
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En la respuesta que negó el reconocimiento y pago de salarios y prestaciones sociales al 
demandante, no hubo ningún tipo de duda en la aplicación de normas vigentes del trabajo, 
por ende, no se inaplicó el artículo 25 de la Constitución Política  
Lo indicado en la demanda como sustento del concepto de la violación en este punto, no 
tiene ningún asidero, en tanto que el pronunciamiento emitido por parte de la H Cámara 
de Representantes, frente a la petición de reconocimiento y pago de salarios y 
prestaciones sociales por parte de la ahora demandante, no llevo a la entidad a efectuar 
juicios de valor o a enfrentarse a dudas o conflictos respecto de la aplicación de la 
normatividad vigente, en tanto y en cuanto, el pronunciamiento hecho por la 
administración, correspondió a la respuesta a una petición y no a una decisión en la que 
fuere necesario que se hiciere un examen de fondo en la medida que la H Cámara de 
Representantes obro de manera clara y sustento porque no era procedente el pago de lo 
solicitado  por la demandante señora ORTEGA BURBANO. 
No es cierto que se haya vulnerado la seguridad social del demandante, y que se encuentra 
estipulada en el artículo 48 de la Constitución Política, ya que los pagos se realizaron de 
manera debida. 
En lo indicado en las pretensiones de la demanda, así como en la solicitud radicada en la 
H Cámara de Representantes respecto del pago de la seguridad social se cae de su peso 
en la medida que los pagos de los aportes de la seguridad social se realizaron hasta el día 
13 de mayo de 2021, fecha en la cual se resuelve terminar la relación jurídica con las 
personas que conformaban la Unidad de Trabajo Legislativo del Representante Jimmy 
Harold Díaz Burbano. 
No hay argumentación que haga concluir que se vulnero el artículo 41 de la Ley 909 de 
2004, con el acto administrativo que negó el reconocimiento y pago de salarios y 
prestaciones al demandante, por el tiempo que Ex Representante JIMMY HAROLD DIAZ 
BURBANO, estuvo suspendido de sus funciones. 
Con la emisión del acto administrativo no se vulnero lo consagrado en el articulo 41 de Ley 
909 de 2004, ya que este análisis lo realiza la parte demandante la señora ORTEGA 
BURBANO de manera subjetiva desconociendo que la Ley 5ta de 1992 es quien regula lo 
pertinente a la Unidades de Trabajo Legislativo  

 

2. EL ACTO ADMINISTRATIVO CON EL QUE SE DIO POR TERMINADO EL NOMBRAMIENTO DEL 
DEMANDANTE ASI COMO EL DE LAS PERSONAS QUE CONFORMABAN LA UNIDAD DE 
TRABAJO LEGISLATIVO DEL REPRESENTANTE A LA CAMARA JIMMY HAROLD DIAZ BURBANO 
ESTA DOTADO DE LEGALIDAD, Y ESTA RESGUARDADO POR UNA ACTUACION LEGITIMA. 

 
Así, la Resolución 0972 de 13 de mayo de 2021, “Por medio de la cual se termina la relación jurídica 
con las personas que conformaban la unidad de trabajos legislativo del Representante a la Cámara  
Jimmy Harold Diaz Burbano”, no ha sido, ni atacada por vicios de legalidad en su formación y 
expedición, por vía del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, previsto en el 
artículo 138 de la Ley 1437 de 2011; ni tampoco, ha sido objeto de declaración de nulidad, de tal 
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manera que no se ha puesto en tela de juicio la presunción de legalidad de la cual está dotada 
desde su expedición. 
 
De lo anterior, surge claro, que siendo legal la terminación del nombramiento del demandante, 
que se hizo a través de la Resolución 0972 de 13 de mayo de 2021, está dotado de legitimidad y 
validez, resultando improcedente cualquier reparo al respecto. 
 
Así las cosas, se tiene que esa cubierta de total legalidad, la terminación del nombramiento del 
demandante, por lo que no resulta adecuado reconocer el pago de los salarios, ni prestaciones 
sociales y mucho menos la indemnización moratoria solicitada. 
 

3. REMOCIÓN DEL CARGO POR MANDATO LEGAL  
 

Mediante la resolución 0972 del 13 de mayo de 202, la H Cámara de Representantes “Por medio 
de la cual se termina la relación jurídica con las personas que conformaban la unidad de trabajos 
legislativo del Representante a la Cámara Jimmy Harold Diaz Burbano”, entre ellos el de la señora 
Bellkyz Ortega Burbano, en la cual tuvo en cuenta lo siguiente:  
 
Que conforme a los establecido en la ley 1318 de 2009 en especial las que confiere el articulo 7 de 
la Ley 868 del 30 de diciembre de 2003, delego la función en materia de empleados públicos de 
libre nombramiento y remoción, la aceptación de renuncia, conforme a la Resolución 1146 del 29 
de Julio de 2020 en su artículo 1.3.2, al jefe de personal. 
 
Resalta entonces que la Corporación hace alusión a la naturaleza del cargo desempeñado, 
observando que las UTL, están conformadas por un equipo de profesionales que el mismo 
congresista postula en virtud de su investidura, razón por la cual, los nombramientos qué allí se 
formulen, se encuentra supeditados a la subsistencia del vinculo del congresista con la Corporación 
Legislativa para la cual se efectuó. Por lo que ha enunciado de manera explícita en la misma lo que 
reza el artículo 388 de la Ley 5 de 1992 la cual regula las Unidades de Trabajo Legislativo  
 
ARTÍCULO 388. Modificado por el art. 1, Ley 186 de 1995 , Modificado por el art. 7, Ley 868 de 2003 
Artículo 388. Unidad de Trabajo Legislativo de los Congresistas. Cada Congresista contara, para el 
logro de una eficiente labor legislativa, con una Unidad de Trabajo a su servicio, integrada por no 
más de 10 empleados y/o contratistas. Para la provisión de estos cargos cada Congresista 
postulara, ante la Mesa Directiva, en el caso de la Cámara, y ante el Director General o quien haga 
sus veces, en el caso del Senado, el respectivo candidato para su libre nombramiento y remoción o 
para su vinculación por contrato. 
La Planta de Personal de cada Unidad de Trabajo Legislativo de los Congresistas se conformará 
dentro de las posibilidades que permite la combinación de rangos y nominaciones señalados en este 
artículo a escogencia del respectivo Congresista. El valor del sueldo mensual de dicha planta o 
Unidad de Trabajo no podrá sobrepasar el valor de 50 salarios mínimos legales mensuales para 
cada unidad. (…) 
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(…) La certificación de cumplimiento de labores de los empleados y/o contratistas de la Unidad de 
Trabajo Legislativo, será expedida por el respectivo Congresista. 
 
Con fundamento en lo anterior, la H. Cámara de Representantes nombró en el cargo de Asesor VII 
de la UTL del Representante a la Cámara Jimmy Harold Díaz Burbano, a la señora Bellkyz Ortega 
Burbano, e hizo en la resolución No. 1172 del 27 de mayo de 2019 la salvedad que dicho 
nombramiento terminaría cuando el Representante a la Cámara lo solicitara o cuando se extinga 
la investidura del congresista. Por lo que la parte demandante conocía por mandato legal que, 
aunque el nombramiento fuera de libre remoción, el mismo tenía un límite temporal, el cual se 
traduce en la suspensión y posterior renuncia del Representante Díaz Burbano.  
 
Así las cosas, se encuentra probado que las causas que dieron lugar al nombramiento, de la señora 
Ortega Burbano a la fecha se encuentran extintas y por lo tanto dieron fin a la relación jurídica que 
existía, no solo al demandante sino con el equipo completo que pertenecía a la Unidad de Trabajo 
Legislativo del Ex Representante a la Cámara, situación que no permite aceptar los argumentos 
que arguye el demandante en su solicitud. 
 

4. ES IMPROCEDENTE QUE LA DEMANDANTE BUSQUE EL PAGO DE SALARIOS Y 
PRESTACIONES SOCIALES POR UN TRABAJO/SERVICIO NO PRESTADO 

 
La relación de trabajo se basa en tres elementos: la prestación personal del servicio, la 
subordinación y el pago de un salario, tal y como lo establece el 23 del Código Sustantivo del 
Trabajo3 ; configurados estos tres aspectos, se da lugar junto al salario, al pago de prestaciones 
sociales y derechos respectivamente, tales como: las cesantías, los intereses a las cesantías, las 
primas de servicios y las vacaciones.  
 
Lo anterior implica, que de no estar presentes los elementos mencionados de la relación de 
trabajo, no hay lugar ni a que se configure la misma, ni a que se genere el pago de las prestaciones 
sociales y derechos aplicables ya mencionados.  
En el asunto objeto de análisis, se tiene que durante el periodo comprendido entre el 01 de octubre 
de 2019 y el 13 de mayo de 2021, no se dieron entre el demandante y ,la H Cámara de 
Representantes , ninguno de los elementos constitutivos de la relación laboral y en ese orden, no 
hubo prestación personal de la actividad laboral por parte del demandante, lo que implica que 
tampoco estuvo sujeto a ninguna subordinación laboral y lo que por consiguiente genera, que no 

 
3 “ARTICULO 23. ELEMENTOS ESENCIALES. 
1. Para que haya contrato de trabajo se requiere que concurran estos tres elementos esenciales:  
a. La actividad personal del trabajador, es decir, realizada por sí mismo; 
b. La continuada subordinación o dependencia del trabajador respecto del empleador, que faculta a éste para exigirle 
el cumplimiento de órdenes, en cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo, e imponerle 
reglamentos, la cual debe mantenerse por todo el tiempo de duración del contrato. Todo ello sin que afecte el honor, 
la dignidad y los derechos mínimos del trabajador en concordancia con los tratados o convenios internacionales que 
sobre derechos humanos relativos a la materia obliguen al país; y 
c. Un salario como retribución del servicio.  
2. Una vez reunidos los tres elementos de que trata este artículo, se entiende que existe contrato de trabajo y no deja 
de serlo por razón del nombre que se le dé ni de otras condiciones o modalidades que se le agreguen. 
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haya lugar ni al pago de salarios por el periodo en el que estuvo fuera de la entidad, ni tampoco al 
reconocimiento de prestaciones sociales por ese mismo hecho. 
 

5. PAGO, INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN Y COBRO DE LO NO DEBIDO  
 

Atendiendo a que de la manera que ha correspondido y conforme al régimen laboral aplicable la 
Nación- Cámara de Representantes ha realizado los pagos de todas y cada una de las acreencias 
laborales y aportes a seguridad social integral, por lo tanto no corresponde a la entidad que 
represento el pago de emolumento alguno. 

 
6. EXCEPCIÓN GENÉRICA O INNOMINADA.  

 
Ruego decretar de oficio, cualquier excepción que advierta, o que resulte probada dentro del 
proceso.  
 
Ha hecho carrera en la doctrina y principalmente en la jurisprudencia, al amparo de la 
reivindicación del principio de la primacía de la realidad sobre las formalidades, que las 
circunstancias fácticas constitutivas de “excepción” que se prueben dentro del trámite procesal, 
se declararán en la respectiva sentencia, por lo cual se eleva esta respetuosa solicitud, en ejercicio 
de la defensa técnica a favor de la H. Cámara de Representantes. 
 
El anterior criterio, lo hace suyo el Profesor Hernán Fabio López Blanco, en su obra Derecho 
Procesal Civil Colombiano, al decir:  
 
“…el Estado puede, por conducto del Juez, reconocer de oficio las excepciones perentorias que 
resulten probadas en la actuación, aunque el demandado no las haya presentado; esto patentiza 
una clara diferencia entre demandante y demandado, porque el Juez no puede ir más allá de lo que 
la demandante pidió (están proscritas las sentencias ultra petita o extra petita) pero si pueden 
reconocer excepciones no propuestas por el demandado4. 
 
 
VII.- PETICIÓN 

 
Con fundamento en los argumentos fácticos y jurídicos anteriormente sostenidos, 
respetuosamente le solicito al señor Juez se sirva, dar por probadas todas y cada una de las 
excepciones esgrimidas en este escrito de contestación de la demanda y dar por terminado el 
proceso en favor de la entidad que represento.  
 

 
4 LOPEZ BLANCO, Hernán Fabio. Instituciones de derecho procesal civil colombiano. V. 1. - 9 ed. Editorial Dupre. 
Bogotá. 2005. 
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VII.- MEDIOS DE PRUEBAS Y ANEXOS: 
 
DOCUMENTALES APORTADAS: 
 

• Poder Especial debidamente otorgado.  
• Expediente laboral administrativo de la demandante, en archivo digital: 

https://drive.google.com/file/d/1bWSc1RNxW_dgeBKtiuO9Fa71wc8viWue/view?usp=sha
ring  

 
IX.- NOTIFICACIONES 
 
Para efectos de las notificaciones téngase en cuenta la siguiente información: 
 
PARTE DEMANDANTE: Los indicados en el escrito de demanda.  
 
PARTE DEMANDA: NACIÓN – CONGRESO DE LA REPÚBLICA -CAMARA DE REPRESENTANTES en la 
Carrera 8 No. 12b -42 piso 6 Bogotá D.C.  
Correo electrónico: notificacionesjudiciales@camara.gov.co 
 
 
LA SUSCRITA PROFESIONAL recibe notificaciones en la siguiente dirección Calle 106 No. 56 - 33 
Oficina 403 Bogotá D.C Teléfonos: 4672868 / 3007257266 
Correo electrónico: claudia@montes-a.com 
 

Del Señor Juez me suscribo, 

 
 
CLAUDIA MARCELA MONTES CASTRO 
C.C. 1.129.576.085 de Barranquilla 
T.P. 236.893 del C.S. de la J.  
Apoderada Cámara de Representantes. 
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Señores 
JUZGADO DIECISEIS ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ  
SECCIÓN SEGUNDA 
E. S. D. 

 
 
RADICADO: 11001333501620220018800 
DEMANDANTE: BELLKYZ LISBETH ORTEGA BURBANO 
DEMANDANDO: NACIÓN - CONGRESO DE LA REPÚBLICA – CÁMARA DE 

REPRESENTANTES 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 
Asunto: PODER 

 

MARIA ISABEL CARRILLO HINOJOSA, identificada con cédula de ciudadanía No. 49.768.159 
expedida en Valledupar Cesar, con domicilio profesional en la ciudad de Bogotá D.C., actuando en 
calidad de JEFE DE LA DIVISION JURIDICA de la Cámara de Representantes, designada como tal 
mediante Resolución 3161 del 27 de diciembre de 2019 y facultada por el Presidente de la Corporación 
para ejercer la representación judicial de la entidad mediante escritura pública No. 2453 del 29 de julio 
de 2022 de la Notaría Treinta y Seis (36) del Círculo de Bogotá D.C., por medio del presente escrito, 
manifiesto que confiero PODER ESPECIAL AMPLIO Y SUFICIENTE a CLAUDIA MARCELA 
MONTES CASTRO, identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.129.576.085, abogado en ejercicio, 
portador de la tarjeta profesional No. 236893 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, para 
que actúe en nombre y representación judicial de la Cámara de Representantes en el asunto de la 
referencia. 

 
Mi apoderado cuenta con todas las facultades inherentes para el ejercicio del presente poder, en 
especial las de recibir, desistir, transigir, conciliar, sustituir y reasumir el presente poder, asistir en 
representación de LA CAMARA DE REPRESENTANTES a diligencias procesales o extraprocesales 
dentro del trámite de la referencia, y todas aquéllas que tiendan al buen y fiel cumplimiento de su 
gestión. Sírvase reconocerles personería en los términos aquí señalados. 

Con el presente poder se recova(n) el(los) poder(es) otorgado(s), por consiguiente, solicito reconocerle 
personería en los términos señalados 

 

C.C. No. 49.768.159 de Valledupar Cesar. 
T.P. No. 91536 del C.S. de la J. 
Correo: notificacionesjudiciales@camara.gov.co 

 
 

Acepto, 
 
 

CLAUDIA MARCELA MONTES CASTRO 
C.C. No. 1.129.576.085 
T.P. No. 236893 C.S. de la J. 
Correo: claudia@montes-a.com 
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https://mail.google.com/mail/u/0/?ik=99ccb56212&view=pt&search=all&permmsgid=msg-f%3A1760460339813023237&simpl=msg-f%3A1760460339813023237… 1/1

Claudia Montes <claudia@montes-a.com>

PODER BELLKYZ ORTEGA 11001333501620220018800

Juridica Cámara <juridica@camara.gov.co> 15 de marzo de 2023, 13:43
Para: Claudia Montes <claudia@montes-a.com>

Doctora
CLAUDIA MONTES
Abogada apoderada

De manera atenta, se remite poder de la referencia para sus fines pertinentes.
--
DIVISIÓN JURÍDICA
CÁMARA DE REPRESENTANTES

NOTA DE CONFIDENCIALIDAD: Este documento es propiedad de la Cámara de Representantes del Congreso de la República de
Colombia, y puede contener información privilegiada, confidencial o sensible. Por tanto, usar esta información y sus anexos para
propósitos ajenos al ejercicio propio de las funciones de la Cámara de Representantes, divulgarla a personas a las cuales no se
encuentre destinado este correo o reproducirla total o parcialmente, se encuentra prohibido por la legislación vigente. La Cámara de
Representantes del Congreso de la República de Colombia, no asumirá responsabilidad ni su institucionalidad se verá comprometida si la
información, opiniones o criterios contenidos en este correo que no están directamente relacionados con los mandatos constitucionales
que le fueron asignados. Las opiniones que contenga este mensaje son exclusivas de su autor. El acceso al contenido de este correo
electrónico por cualquier otra persona diferente al destinatario no está autorizado por la Cámara de Representantes del Congreso de la
República de Colombia. El que ilícitamente sustraiga, oculte, extravíe, destruya, intercepte, controle o impida esta comunicación, antes de
llegar a su destinatario, estará sujeto a las sanciones penales correspondientes. Los servidores públicos que reciban este mensaje están
obligados a asegurar y mantener la confidencialidad de la información en él contenida y en general, a cumplir con los deberes de
custodia, cuidado, manejo y demás previstos en el estatuto disciplinario. Si por error recibe este mensaje, le solicitamos enviarlo de
vuelta a la Cámara de Representantes del congreso de la República de Colombia a la dirección del emisor y borrarlo de sus archivos
electrónicos o destruirlo. El receptor deberá verificar posibles virus informáticos que tenga el correo o cualquier anexo a él, razón por la
cual la Cámara de Representantes del Congreso de la República de Colombia no aceptará responsabilidad alguna por daños causados
por cualquier virus transmitido en este correo.
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